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Proceso 08001315301520200006700

Alfredo Pinedo <alfredopinedom@gmail.com>
Mié 17/11/2021 11:40
Para:  Juzgado 15 Civil Circuito - Atlantico - Barranquilla <ccto15ba@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días.


Tipo de Proceso: Ordinario pertenencia.
Radicación (23 dígitos): 08001315301520200006700.
Demandante:  Alfonso Esteban García Henríquez.
Correo electrónico: alfonso_garciah1@hotmail.com
Demandado:  Ana Perez Vives y Otros.
Correo electrónico: Se desconoce.
Teléfono de contacto abogado parte demandante:3015461314

Por medio del presente me permito dentro del término otorgado por el numeral 3, artículo 322 del CGP, presentar la
sustentación del recurso de reposición.

Agradezco la respuesta de recibido.

Atentamente.



Alfredo Pinedo Martínez.
Abogado.
T.P. 345.235

mailto:alfonso_garciah1@hotmail.com


Barranquilla, 17 de noviembre de 2021. 

Señor. 

JUEZ QUINCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA. 

E.S.D. 

 

TIPO DE PROCESO: DECLARACIÓN DE PERTENENCIA. 

RADICADO: 080013153015 – 2020 – 00067 – 00. 

DEMANDANTE: ALFONSO ESTEBAN GARCÍA HENRÍQUEZ. C.C. 
1.045.692.960.  CORREO ELECTRONICO: alfonso_garciah1@hotmail.com  

DEMANDADA: ANA PÉREZ VIVES. C.C. 22.257.129. y OTROS. CORREO 
ELECTRONICO: SE DESCONOCE. 

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN. 

Por medio del presente, y con el acostumbrado respeto me permito exponer los 
reparos a la sentencia proferida por el Juzgado 15 Civil de Circuito de Barranquilla 
en la audiencia virtual celebrada el día jueves 11 de noviembre de 2021, en la cual 
se profirió sentencia que negó las pretensiones de la parte demandante, y en la 
cual se concedió el recurso de apelación interpuesto contra dicha providencia. 

1. Es necesario manifestar que el despacho omitió pronunciarse respecto de un 
hecho importante revelado en los alegatos por la parte demandante, donde se 
expuso que existía una falta de legitimación en la causa por pasiva que se 
predica del señor Alfonso Ramón García Pérez, pues como obra en el 
expediente y con ocasión a correos enviados por la Abogada Dra. Imera 
Cabarcas de Altamar (apoderada de la señora María del Socorro García Pérez) 
de fecha 9 de noviembre de 2011, se pudo apreciar que por medio de escritura 
pública número 3484, de fecha 21 de junio de 2021, otorgada en la Notaría 
Tercera de Barranquilla, se llevó a cabo una sucesión respecto del inmueble 
materia de este litigio. Revisado dicho instrumento público, se pudo constatar 
que el señor Alfonso Ramon García Pérez, transfirió a título de venta “los 
derechos y cualquier otro derecho, que le corresponda o le pueda corresponder 
en su calidad de heredero, en la sucesión de la señora ANA PEREZ VIVES”, lo 
anterior según consta en la cláusula primera de la escritura pública 1313 de 
fecha 11 de marzo de 2021, otorgada en la Notaria Tercera de Barranquilla. 
Dicho contrato fue celebrado el día 11 de marzo de 2021, fecha anterior a la 
comparecencia del señor Alfonso Ramon García Pérez al proceso. 

El día 16 de marzo del año 2021, el mismo señor Alfonso Ramon García Pérez, 
presentó un correo al Juzgado 15 Civil del Circuito oponiéndose a las 
pretensiones de la demanda, fecha desde la cual se le tuvo como vinculado al 
proceso, sin conocer o dimensionar tanto el despacho como la parte 
demandante que para dicha fecha, e incluso que cinco (5) días antes, el señor 
carecía de legitimación en la causa por pasiva, pues tal condición la ostenta en 
la actualidad la señora MARIA DEL ROSARIO ELJAIEK REDONDO, según 
consta en la escritura pública 1313 de fecha 11 de marzo de 2021, otorgada en 
la Notaria 3 de Barranquilla, siendo esta última quien debe comparecer al mismo 
y oponerse a las pretensiones, u otorgar un poder para tales efectos. 

Sobre la legitimación en la causa es necesario recordar según lo ha expuesto 
en repetidas ocasiones la jurisprudencia, esta se erige como un elemento 
necesario para obtener una decisión de fondo. En otros términos, la ausencia 
de este requisito enerva la posibilidad de que el juez se pronuncie frente a las 
súplicas del libelo. Puntualmente desde la perspectiva de una falta por pasiva 
de la relación jurídico – procesal, se tiene implícito suponer que el sujeto 
llamado a responder a partir de la relación jurídica sustancial, por el derecho o 
interés que es objeto de controversia no es el indicado, como ocurre en el 
presente caso. 
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“La legitimación en la causa -legitimatio ad causam- se refiere a la posición 
sustancial que tiene uno de los sujetos en la situación fáctica o relación 
jurídica de la que surge la controversia o litigio que se plantea en el proceso 
y de la cual según la ley se desprenden o no derechos u obligaciones o se 
les desconocen los primeros o se les exonera de las segundas. Es decir, 
tener legitimación en la causa consiste en ser la persona que, de 
conformidad con la ley sustancial, se encuentra autorizada para intervenir en 
el proceso y formular o contradecir las pretensiones contenidas en la 
demanda por ser sujeto activo o pasivo de la relación jurídica sustancial 
debatida objeto de la decisión del juez, en el supuesto de que aquélla exista. 
Es un elemento de mérito de la litis y no un presupuesto procesal”.1 

Subrayado por fuera del texto original. 

Por lo anterior, la legitimación en la causa se presenta como requisito para que 
el juez estime la demanda, no solo que considere existente el derecho, sino que 
es necesario entrar a considerar que aquel derecho corresponde precisamente 
a quien que lo hace valer y contra quien es hecho valer, es decir, es necesario 
considerar la identidad de la persona del demandado con la persona contra 
quien se dirige la voluntad de la ley. 

“La legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de fondo 
porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el 
mérito de las pretensiones del actor y las razones de la oposición por el 
demandado, mediante sentencia favorable o desfavorable. En resumen, la 
legitimación en la causa es una calidad subjetiva de las partes en relación 
con el interés sustancial que se discute en el proceso. (…).”2 

Subrayado por fuera del texto original. 

Al no observar dicha situación y/o al no pronunciándose sobre la misma en las 
consideraciones para dictar sentencia, se comprometió la impartición de 
justicia, pues se desconocieron ciertas garantías procesales y derechos de la 
parte demandante, vulnerando en el presente proceso, los principios de 
legalidad y contradicción. 

Teniendo en cuenta lo anterior solo es dable al señor juez resolver de fondo la 
prescripción adquisitiva de dominio teniendo como probada la posesión y ánimo 
de señor y dueño del demandante desde 2009, según los documentos 
probatorios y testimonios practicados, los cuales desconocen los derechos de 
la señora María del Rosario Eljaiek redondo y la señora María del Socorro 
García Pérez, esta última quien guardo silencio durante la actuación y no 
presentó oposición o respuesta a la demanda, y a quien manifestaron 
desconocer vecinos y administradores de la copropiedad; respecto del señor 
Alfonso Ramon García Pérez, al carecer de la facultad o al no configurarse en 
él la calidad de demandado, y por ende, encontrándose en la imposibilidad de 
formular oposición a las pretensiones o contradecirlas, es necesario desestimar 
su participación y oposición al interior del proceso. 

2. Publicidad de la posesión. 

Dentro de los sustentos para determinar la posesión por parte del señor Alfonso 
Esteban García Henríquez, el A quo presentó un análisis de los requisitos y 
forma en la cual se debe ostentar la posesión, siendo claro que además de la 
aprehensión material y el ánimo de señor y dueño (animus + corpus), la 
posesión debe ser pacífica, pública e ininterrumpida por el término de 10 años; 
respecto de los elementos (pacifica e ininterrumpida), no obra en el expediente 
prueba que los desconozca, respecto de la publicidad de la misma, y en 
particular en el caso que hoy nos atañe, el despacho la desconoció arguyendo 
que la parte demandante carecía de esta formalidad, toda vez que tanto el señor 
Alfonso Ramon García Pérez como la señora María del Socorro García Pérez, 

 
1 Sentencia Consejo de Estado, de fecha 23/04/2008, exp. 16.271, M.P. Ruth Stella Correa Palacio. 
2 Sentencia Corte Constitucional, Sentencia T-416/97 M.P. José Gregorio Hernández. 
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desconocían que en el demandante, concurrieran además de la posesión, el 
ánimo de señor y dueño sobre el apartamento 403 del Edificio Wataco, teniendo 
como sustento que para que se pudiera configurar tal situación, era necesario 
que el demandante llamara o diera expresamente a conocer tal situación 
directamente a los demandados, situación que a todas luces escapa el ámbito 
de interpretación de la norma, pues quedó demostrado en los testimonios 
practicados que vecinos, y administradores referenciaban como dueño del 
apartamento al señor Alfonso Esteban García Henríquez, que sus acciones 
nunca fueron sombrías, reservadas o clandestinas; el desconocimiento de tal 
situación por parte de los demandados solo puede ser interpretado desde un 
desprendimiento material con el apartamento y con el señor Alfonso Esteban 
propiamente dicho, quien nunca oculto su intención de usucapir, teniendo lo 
anterior en consideración, jamás puede ser criterio para desconocer la 
publicidad de la posesión, los hechos de que los demandados desconocían tal 
situación, cuando la señora María del Socorro García Pérez parece encontrarse 
radicada o domiciliada en otro país según se vislumbra en el poder otorgado a 
su apoderada judicial, y el señor Alfonso Ramon García Pérez, se limitó a 
manifestar más no probar que el testamento era de conocimiento del señor 
demandante, situación que fue desconocida por Alfonso Esteban García 
Henríquez, quien manifestó jamás haber visto el documento. 

3. Adecuada valoración de las pruebas en el proceso. 

Al respecto es necesario realizar varias observaciones para lo cual se prosigue 
a enumerar las mismas de la siguiente forma: 

3.1. Respecto de la capacidad económica como presupuesto para ejercer la 
posesión de un inmueble. 

El A quo presentó como sustento para negar las pretensiones de la parte 
demandante, la poca capacidad económica que tenía el señor Alfonso 
Esteban García Henríquez en el año 2009, año en el que principia la 
posesión y desde el cual se cuenta el término prescriptivo. En su 
consideración al manifestar el demandante que era una persona que no 
tenía un trabajo establece, dicha circunstancia lo imposibilitaba de plano 
para ejercer la posesión sobre un inmueble, cuando en la normatividad 
este no es un presupuesto que impida la posesión y ejercicio de derechos 
reales, el demandante gozaba de capacidad plena, y por el contrario se 
pudo demostrar al aportar una factura (materiales de ferretería del año 
2009), que el demandante a pesar de los pocos recursos económicos 
que tenía, ya empezaba a destinar estos para la conservación del 
inmueble. 

En contra posición, fue tomado como valido únicamente la declaración, 
es decir, ni siquiera tuvo que aportar pruebas el señor Alfonso Ramon 
García Pérez, de tener otros gastos económicos, presentando como 
justificación para el no ejercicio de su derecho real, el cumplimiento de 
obligaciones como padre de familia, lo cual incluso si en gracia de 
discusión se reconociera, nunca probó, pero más importante, en ultimas 
esta “causal de justificación” no se configura como un presupuesto valido 
y equivalente al ejercicio del derecho real de propiedad que desconociera 
la posesión y el ánimo de señor y dueño del demandante. El 
cumplimiento de otras obligaciones jamás fue tema central de discusión 
en el proceso y por lo tanto no puede ser fundamento o elemento 
probatorio que demuestre el ejercicio de su derecho de propiedad y 
desvirtué lo manifestado por el demandante. 

Peca el juzgador en desechar que la capacidad económica del aquí 
pretendiente de la usucapión, mejoró en el tiempo, permitiéndole 
sufragar todos los impuestos y cuotas de administración del 
apartamento, y desconoce por lo tanto que el poseedor pueda en el 
transcurrir de la década ir poco a poco gestionando las erogaciones que 
requiere el inmueble que se pretende adquirir, pues manifestó que el 
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demandante era solo un estudiante sin trabajo fijo o contrato laboral, lo 
anterior en contradicción al hecho probado de que los demandados en 
ningún momento desconocieron que dichos gastos (prediales y cuotas 
de administración) los hubiera realizado el señor Alfonso Esteban García 
Henríquez, constando como única expresión de repudio, la realizada por 
el señor Alfonso Ramon García Pérez, quien manifestó creer, más no 
aseguró que la señora María del Socorro García Pérez había realizado 
solo el pago de 1 cuota de predial del año 2021, de esto no se presentó 
factura, y a la fecha se aclara que al igual que los demás prediales desde 
el año 2005, han sido cubiertos en su totalidad por el demandante, para 
lo cual se aportan con el presente escrito los recibos 2021 de predial. 

3.2. También desconoce el juzgador las reparaciones realizadas por el 
demandante, teniendo como sustentos la falta de presentación de las 
facturas de mano de obra o de materiales de construcción, así como la 
omisión del Administrador de la Copropiedad de no requerir permisos 
para la realización de dichas actividades (omisión de un 3º), cuando no 
existiendo contradicción sobre las mismas, y teniendo presente que el 
señor Alfonso Ramon García Pérez, desconoció el color de los pisos del 
baño, paredes y ventanas del inmueble en general. 

Sobre el estado de conservación se puede apreciar en el video tomado 
en la inspección judicial, que el inmueble a pesar de haber sido 
construido hace 48 años, ha sido reparado y mantenido en óptimas 
condiciones en el lapso de estos últimos años, pues es ilógico que el 
estado actual del mismo obedezca al paso natural del tiempo o al 
desgaste normal de un inmueble de esta longevidad. Ningún inmueble 
en esta ciudad, sin ningún tipo de erogación o adecuación, debido a la 
humedad, altas temperaturas, e incluso lluvias, presentaría el estado 
actual del apartamento 403, diferentes tipos de humedad y desgaste 
como resultados del despiadado clima que posee la ciudad de 
Barranquilla serian testigos del particular.  

Es necesario resaltar que uno de los reparos realizados por el despacho 
y no alegado por la contra parte, se dirigió a las condiciones en las que 
se encontraba el piso del inmueble, del cual se generó una valoración 
negativa y que a postras parece desmejorar el derecho de la parte 
demandante, a lo cual es necesario recordar, quien pretende usucapir es 
un Colombiano del común, trabajador y quien poco a poco a sufragado 
los gastos de mantenimientos del inmueble, sin que por ello se pueda 
inferir que tal situación niega su ánimo de señor y dueño, pues de ser así 
en Colombia, solo sería posible adquirir por prescripción a las personas 
con un patrimonio consolidado. 

3.3. Inscripción de medida cautelar de embargo. 

Falla el despacho en otorgarle valor probatorio a una inscripción del folio 
de matrícula inmobiliaria equiparando la no cancelación de una 
anotación en el certificado de tradición y libertad (embargo), con el 
efectivo pago de las cuotas de administración y negligencia por parte del 
demandante. Desconoce el juzgado, el hecho de que se aportaron paz y 
salvo de administración al momento de presentar la demanda hasta la 
vigencia 2020, del mismo modo que desconoce que el administrador 
expreso en su testimonio que el inmueble se encuentra a paz y salvo. 

Por otro lado no es dable presumir el motivo de la vigencia de dicha 
anotación, u otorgarle un valor al mismo, más aún cuando el 
administrador de la copropiedad y los demandados, la desconocen, pues 
en ese orden de ideas, parece más lógico, que el motivo de terminación 
del proceso en el cual se libró dicha orden, sea una terminación por 
desistimiento tácito, y por tal motivo a la fecha no se ha cancelado la 
anotación en cuestión, lo cual sigue siendo una presunción, y no puede 
ser tomada como prueba en contrario o indicio en contra de las 
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pretensiones del demandante teniendo documentos que pueden proveer 
de total certeza el hecho de que el inmueble se encuentra a paz y salvo 
por concepto de administración. Al presente escrito y para controvertir 
cualquier duda que pueda existir respecto del estado actual, se anexa 
certificado de paz y salvo 2021 de administración. 

 

No siendo más el motivo de la presente, agradezco la atención prestada, y solicito 
se revoque la decisión tomada por el A quo y se declaren probados los hechos de 
la demanda y se falle en favor de las pretensiones del demandante. 

Atentamente. 

______________________  
Alfredo Pinedo Martínez.  

Apoderado parte demandante.  

C.C. 1.140.828.947.  

T.P. 345235.  

Abogado.  
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